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  Introducción


  Citlali Ayala Martínez y Gustavo Sosa Núñez


  La Agenda 2030 para el Desarrollo Sostenible fue pensada con una aplicación universal, basada en valores y en los derechos humanos. Por otra parte, los Objetivos de Desarrollo Sostenible (en adelante ods) que se encuentran en implementación desde 2015, y cuyo plazo vence en 2030, buscan de manera ambiciosa combatir la pobreza, promover la equidad de género en su diversidad, asegurar una educación de calidad, proteger el medioambiente y, asimismo, promover un desarrollo económico y social que tenga de manera consciente la protección del medioambiente y la lucha contra los efectos del cambio climático. Esto será posible siempre y cuando se tenga un enfoque transversal de los derechos humanos y de una realidad donde impera la desigualdad, así como de los movimientos migratorios que necesitan protección e integración.


  Si bien el derecho al desarrollo tiene como componentes básicos el derecho a la alimentación, a la salud y a la educación primaria, hay una innegable relación con los demás derechos humanos, a decir: los derechos de los niños y las niñas; el derecho a disfrutar de los beneficios del progreso científico; el derecho a la no discriminación; el derecho al trabajo y al salario digno con seguridad social; el derecho a un ambiente sano y seguro; el derecho a la paz; el derecho a la libre determinación de los pueblos y el derecho a la propiedad privada.


  Partiendo de la premisa de que la Agenda 2030 es de carácter universal y está basada en los derechos, el objetivo de esta publicación es analizar la implementación de la Agenda 2030 desde la perspectiva de los derechos humanos en lo general, y de los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales (desca) en lo particular. Los derechos humanos, los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales están reflejados en gran parte de los ods. No obstante, su materialización desde la inclusión jurídica y su traslado a políticas públicas, así como al ejercicio mismo de los derechos en los hombres, niños, niñas, adolescentes, mujeres, e indígenas encuentra una serie de limitaciones importantes a discutir.


  Es necesario que cada ods y en conjunto sean el combate a la pobreza, la protección medioambiental, o el desarrollo humano en su amplia extensión; tengan un marco basado en derechos, a la vez que enfrentan el reto de ser implementados por políticas públicas y agendas locales, estatales y regionales en las que la integración de la Agenda 2030 ha tardado en permear. Nos encontramos así en un contexto adverso de un ritmo desigual a escala subnacional y global, donde el cumplimiento de las metas debe ser no sólo para reportar indicadores, sino para cambiar la forma de hacer las cosas y la realidad de los individuos.


  El seminario institucional La Agenda 2030: Avances y Perspectivas para México y el Mundo, que se realiza desde 2018 en el Instituto Mora, ha identificado diversos elementos de interés común, destacando en el último año los derechos humanos, en particular: educación, medioambiente, cultura, combate a la violencia y la defensa de los derechos humanos.


  El objetivo de esta publicación es ofrecer una serie de diversos análisis que, desde un eje basado en los derechos humanos, exploran los temas que se han considerado como prioritarios para la materialización de la Agenda 2030 en medio de la adversidad ocasionada por la pandemia del SARS-Cov2. Así, en su mayoría desde un enfoque sectorial, los desafíos que se han identificado que enfrentan las personas se centran en el acceso a un medioambiente sano, a una educación planificada para el desarrollo y la digitalización, a ciudades sostenibles y protegidas, a procesos de pacificación postconflicto con un perspectivad de género, así como al tránsito migratorio seguro.


  Es evidente que el contexto de la pandemia del SARS-Cov2/Covid-19 ha complicado dichas tareas y nos aleja del cumplimiento de los Objetivos. La protección de los derechos humanos es fundamental; sin la aplicación de su enfoque, la Agenda quedará cumplida de manera parcial y será tarea de una siguiente Agenda.


  Respecto a los contenidos, el primer artículo de esta obra, a cargo de Isela Orihuela, plantea el desarrollo urbano sostenible en la Ciudad de México. Parte de un análisis canalizado por la normatividad que en México y en el mundo busca la satisfacción de las necesidades básicas de la población para alcanzar una vida digna, para vincular el derecho a la ciudad con el ods 11. El artículo escudriña el acceso a la vivienda y servicios en la Ciudad de México en un entorno de urbanización constante que debería ser inclusiva y sostenible. La autora reconoce que la desigualdad sigue siendo un desafío mayor en las ciudades y más en una como la Ciudad de México, donde tanto los elementos sociodemográficos como la heterogeneidad económica y social requieren acciones de inclusión más firmes.


  En un siguiente artículo, Rocío Arroyo continúa sobre el ods 11 pero desde la sostenibilidad de las ciudades patrimonio mundial, cuyas características presentan un doble desafío: además de salvaguardar el patrimonio, se requiere que sean incluyentes, planeadas, resilientes y seguras. Para tal propósito, toma los instrumentos internacionales y los enfrenta a los factores de sostenibilidad al tratarse de sitios que son pivotes de desarrollo económico a través del turismo, la gastronomía y la cultura, a la vez que requieren procesos de planificación urbana y de inclusión específicos. Asimismo, la autora plantea que la sostenibilidad de este tipo de ciudadades necesita de la perspectiva de la gobernanza urbana y el establecimiento de arreglos institucionales en un entorno complejo, al cual se suman los desafíos en materia de salud por el surgimiento de la pandemia del SARS-Cov2.


  Los siguientes dos artículos versan sobre el derecho a la salud de la población migrante desde el enfoque de los derechos económicos y sociales. El texto de Valeria Valle y Michelle Ruiz se centra en los migrantes en Estados Unidos, mientras que el de Gabriela Sánchez y Sergio Vázquez lo hace en Centroamérica. Valle y Ruiz analizan los servicios de salud y las vacunas contra la Covid-19 y las alianzas que promueven y hacen realidad el derecho a la salud en un contexto de problemas sanitarios y de desigualdad que viven los migrantes en Estados Unidos. Para tal efecto, desde las características del sistema de salud estadunidense, identifican las alianzas entre actores gubernamentales y no gubernamentales que, en alineación con los principios de la Agenda 2030 y con metas específicas de los ods 3, 10 y 17, se vuelcan en acciones contra los efectos de la pandemia por la Covid-19. Así, las autoras señalan los factores que ocasionaron la falta de continuidad entre las administraciones de Donald Trump y Joe Biden, y las acciones emprendidas para desarrollar un proceso de vacunación en la población migrante, en apego a los marcos normativos del derecho a la salud.


  Por el otro lado, el artículo escrito por Gabriela Sánchez y Sergio Vázquez enmarca el problema de garantizar el derecho a la salud de los migrantes centroamericanos en el contexto de la pandemia, frente a una franca desprotección del gobierno mexicano. Al explorar las medidas implementadas por la población en tránsito por territorio mexicano, los autores evidencian la falta de apego a la normatividad nacional e internacional sobre la protección al migrante y, en específico, al derecho a la salud. También muestran la vulnerabilidad de los migrantes y los riesgos que ha presentado la constante desprotección a la que quedaron sujetos, vulnerando los instrumentos internacionales de derecho a la salud, cuyos efectos tendrán una repercusión directa en las metas de la Agenda 2030 relacionadas con salud, protección de derechos y desigualdad.


  Los siguientes dos textos analizan el derecho a la educación. El primero de ellos, cuya autoría es de Citlali Ayala, explora el proceso de digitalización de la educación en México y el paso de una estrategia digital educativa del gobierno de Enrique Peña Nieto al de Andrés Manuel López Obrador, señalando que, pese a los cambios significativos en materia de política educativa, la transición en educación digital fue suave y no sufrió modificaciones radicales. Asimismo, la llegada de la pandemia del SARS-Cov2 generó adversidades graves y retrasos en la educación, misma que aceleró obligadamente un desarrollo estratégico de la educación digital. No obstante, las desigualdades socioeconómicas ocasionadas por dicho contexto se reconocen como el primer obstáculo para la digitalización educativa y muestra retrasos importantes para la materialización del ods 4 en el largo plazo. Es posible que hasta 2040 se alcancen los objetivos planteados para 2030.


  Posteriormente, Raquel Apodaca explora la educación media superior en los Colegios de Bachilleres estatales, a fin de identificar la forma en que la pandemia de la Covid-19 ha vulnerado el derecho a la educación y el derecho a la salud, y que la adaptación material a los procesos formativos ha representado importantes retos para alumnos y docentes. La autora señala las situaciones de desigualdad no sólo en infraestructura sino sobre todo en capacidades institucionales, estrategias y soluciones en los Cobaes. Reconoce que determinadas metas del ods 4 no se verán alcanzadas, pues la deserción escolar y los índices de reprobación han repuntado por la pandemia. Frente a dicho panorama, se identifica el acompañamiento de actores de naturaleza pública y privada que, a través de la cooperación internacional y la creación de alianzas estratégicas, coadyuvan a resarcir los efectos y a mantener a la población en riesgo de deserción y reprobación. Además del acompañamiento y la asistencia técnica, se evidencia la contribución de dichos actores a la gobernanza en procesos de política pública educativa.


  Dando paso a otro tema clave del desarrollo sostenible en el marco de los derechos humanos, el medioambiente es abordado por Gustavo Sosa y Mireille Linares. En primera instancia, Sosa desarrolla el tema de la justicia intergeneracional, partiendo del entendimiento del desarrollo sostenible desde el enfoque de un derecho, en el que las generaciones venideras deberían tener garantizado su acceso a los recursos naturales que permitan su desarrollo. El autor plantea que hay una brecha entre la narrativa y las acciones, pues si bien la misma resolución de Naciones Unidas incluye conceptos como soberanía y libre determinación para hacer uso de los recursos naturales que son propiedad de cada nación, la búsqueda de la justicia intergeneracional en un contexto de constante deterioro ambiental y climático es fundamental. Por lo tanto, los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales todavía tienen un camino que recorrer para asegurar que se cumpla la Agenda 2030 y se garantice dicha justicia, su uso y el acceso a los recursos naturales.


  En un modo similar, Mireille Linares plantea el derecho constitucional a un medioambiente sano en México, tomando el tema medioambiental como pilar del compromiso global y también por la normatividad mexicana. Al reconocer que México es pionero a nivel internacional, reconoce rezagos en la forma en que se incorpora el tema ambiental al medir la pobreza en el país. Así, la autora presenta una reflexión sobre el vínculo entre la Agenda 2030 y el derecho constitucional a un medioambiente sano en México, previendo encontrar retrocesos en la implementación de la agenda, rezagos en la incorporación del tema ambiental en la medición nacional de pobreza, al igual que desafíos detectados en el Sistema de Información que publica el gobierno de México sobre el progreso en el logro de los ods y sus metas. Su contribución también identifica como desafíos clave la falta de inclusión del derecho social al medioambiente sano en dicha metodología, y la necesidad de incorporar la transparencia en el sistema de información de los ods en relación con los progresos en metas relacionadas con el medioambiente.


  Los tres artículos siguientes ofrecen análisis desde el enfoque de los derechos humanos que salen de lo sectorial para orientarse a procesos de evaluación de las alianzas de múltiples interesados, el conflicto asociado a género en Colombia y, finalmente, un balance de la Agenda 2030 desde la cepal. Así, Miriam Ordoñez parte del reconocimiento del trabajo que han hecho las agencias de las Naciones Unidas en torno al desarrollo sostenible y al cumplimiento de la Agenda 2030, primero con los Objetivos del Milenio desde el inicio del siglo xxi, y con los Objetivos de Desarrollo Sostenible desde 2015 con una serie de políticas globales que se han transformado en estrategias nacionales a través de políticas públicas sujetas a procesos de monitoreo y evaluación. La autora plantea que, en términos de normatividad, la protección de los derechos sociales, económicos, culturales y ambientales han llevado un proceso de cobertura universal; sin embargo, al establecer tareas específicas para su garantía, las asociaciones entre múltiples interesados lo hacen en el marco de los proyectos de cooperación que llevan a cabo, pero no está identificado desde la fase de la planificación. Señala que, para realizar un adecuado examen y seguimiento del cumplimiento de los ods, las alianzas entre múltiples interesados tienen los elementos para contribuir a dicha protección; sin embargo, necesitan hacer un uso mayor de las capacidades nacionales e institucionales para producir datos e información fiable, con eficacia y la calidad de la cooperación internacional para hacer posible la Declaración de París de 2005, en términos de la gestión por resultados, la rendición mutua de cuentas y la transparencia. Es decir, pueden hacer un uso más eficaz de los procesos de política pública y de cooperación internacional y contribuir a la promoción, protección y defensa de los derechos humanos a través de la planificación, seguimiento y evaluación de sus acciones.


  El artículo elaborado por Elizabeth Vargas toma como centro la inclusión de la perspectiva de género en un contexto de conflicto armado para analizar los ods 3 y 5. Tras sustentar la evolución de la perspectiva de género y el conflicto armado, la autora traslada al lector al proceso de la resolución del conflicto armado frente al reconocimiento de la falta de acceso a los derechos económicos, sociales, culturales y ambientales de las mujeres. Como es señalado en el texto, la implementación de la Agenda 2030 se lleva en paralelo a contextos adversos como son los procesos de pacificación, negociación y la mediación, con lo cual los gobiernos responsables de alcanzar estadios de paz y estabilidad, no pueden hacer a un lado el objetivo de lograr la igualdad entre los géneros y empoderar a todas las mujeres y las niñas. Así, se plantea la necesidad de llevar de forma simultánea la concertación para la pacificación a la protección de los derechos humanos y la inclusión de la perspectiva de género.


  Finalmente, esta obra presenta un balance de las necesidades actuales de la Agenda 2030 con el texto de Juan Carlos Páez, quien realiza un análisis de la estrategia de la cepal desde el andamiaje de las Naciones Unidas frente a la llegada de la crsisis sanitaria por la Covid-19. Así, Páez analiza las repercusiones sociales y económicas de la pandemia en la región latinoamericana, y en específico del papel de las instituciones a nivel internacional y en el ámbito regional, las posibilidades y capacidades que se tienen para mitigar la crisis provocada por la pandemia, particularmente para el cumplimiento de la Agenda 2030. Desde un enfoque cuantitativo, se encuentran los factores demográficos y socioeconómicos que encontraron las mayores adversidades y que, frente a un escenario de vulnerabilidad de los derechos humanos, enfretan retrasos que ponen en tela de juicio la viabilidad del desarrollo sostenible para el año 2030.


  El derecho a la ciudad y la Agenda 2030 para el desarrollo urbano sostenible en México: un análisis por tamaño de ciudad


  Isela Orihuela


  Introducción


  La protección de los derechos humanos, específicamente los económicos, sociales, culturales y ambientales (desca), está regulada a través del Pacto Internacional de Derechos Económicos, Sociales y Culturales (pidesc), que entró en vigor y fue aprobado en 1966 por la Organización de las Naciones Unidas y, al que México se adhirió en 1981 (cndh, 2012). A través de los desca, se pretende satisfacer las necesidades básicas de la población del país para alcanzar una vida digna.


  Tomando en cuenta que, en México, la mayor parte de la población (79%) vive en zonas urbanas o metropolitanas (inegi, 2020), uno de los conceptos que ayudaría a estudiar los desca en el país es el del derecho a la ciudad. El término se menciona en el Proyecto de Documento Final de la Conferencia de las Naciones Unidas sobre Vivienda y Desarrollo Sostenible (Naciones Unidas, 2016), y puede entenderse como el derecho a la igualdad y disfrute de las ciudades y los asentamientos humanos para promover su integración y garantizar que sean justas, asequibles y sostenibles para mejorar la calidad de vida de sus habitantes.


  El vínculo del derecho a la ciudad con los objetivos de desarrollo sostenible (ods) de la Agenda 2030, se encuentra en el objetivo 11, que gira en torno de lograr que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles (Naciones Unidas, 2018). En este objetivo se menciona, entre otras cuestiones, la necesidad de asegurar a todas las personas el acceso a la vivienda y servicios públicos para avanzar hacia una urbanización inclusiva y sostenible. Asimismo, entre los derechos humanos reconocidos por la Constitución Política Mexicana, se reconoce el derecho a la vivienda digna y decorosa (Cámara de Diputados, 2021).


  Considerando que las ciudades de México se distinguen por sus condiciones de desigualdad al interior y heterogeneidad en comparación con el resto (Orihuela y Sobrino, 2019), resulta relevante estudiar la situación de los desca en las ciudades del país, ya sean grandes, medianas o pequeñas.


  El objetivo de este capítulo es analizar el derecho a la ciudad en México, a través del análisis de la situación actual de algunos elementos relevantes del entorno urbano y sus habitantes, como lo son la vivienda adecuada, el perfil sociodemográfico, la dinámica urbana y las condiciones de la economía local, con el propósito de saber si existe una diferenciación por su tamaño.


  Los DESCA, el desarrollo urbano sostenible y el derecho a la ciudad


  Los desca son aquellos relacionados con la igualdad material de condiciones para satisfacer las necesidades básicas de la población y una vida digna, la cual se compone de libertad, justicia y paz (cndh, 2012). La vida digna se define en el artículo 11 del pidesc, donde se menciona el derecho a un nivel de vida adecuado, el cual se refiere al acceso a la alimentación, vestido y vivienda como los elementos básicos para lograrlo.


  En México, los problemas asociados a los desca comprenden una amplia gama de temas, desde problemas presupuestales hasta el acceso a la justicia (Conjunto de la Sociedad Civil México, 2017). Entre ellos se encuentran la falta de recursos asignados para las políticas sociales y la falta de perspectiva de género en las mismas, el derecho a la salud, prevención de adicciones y violencia en niños, niñas, adolescentes y personas con discapacidad, los problemas de agua, la ocupación informal, discriminación salarial y falta de empleo, los riesgos de desastres, falta de enfoque humanitario en los flujos migratorios, falta de derechos básicos en el desarrollo regional, falta de agenda ambiental, desalojos por megaproyectos y la especulación inmobiliaria, la falta de compromiso empresarial para salvaguardar los derechos humanos, y desigualdad en el acceso a la justicia.


  Dentro de los temas sobre flujos migratorios, el desarrollo regional y la especulación inmobiliaria, se reconocen los problemas de acceso a los servicios básicos como educación, salud y vivienda. El acceso a una vivienda adecuada y a servicios básicos como agua, saneamiento, salud, educación, y asistencia social están entre las principales cuestiones a atender.


  De acuerdo con lo anterior, la vivienda se considera como uno de los componentes de la vida digna, ya que es un derecho para toda persona contar con una vivienda adecuada para vivir en paz, con seguridad y dignidad (onu-habitat, 2018). Este derecho forma parte de los Objetivos de Desarrollo Sostenible (ods) contenidos en la Agenda 2030 (Naciones Unidas, 2015), en donde el Objetivo 11 menciona que las ciudades y los asentamientos humanos sean inclusivos, seguros, resilientes y sostenibles. Una de sus metas, es asegurar que todas las personas tengan acceso a viviendas y servicios básicos adecuados, seguros y asequibles.


  De acuerdo con onu-habitat (2018), una vivienda adecuada es la que cuenta con los siguientes elementos: seguridad de la tenencia para contar con garantía jurídica; disponibilidad de servicios materiales, instalaciones e infraestructura, lo que incluye agua potable, instalaciones sanitarias, energía y eliminación de residuos; asequibilidad para que todas las personas puedan acceder a una vivienda con servicios básicos; habitabilidad con espacios suficientes y seguros; accesibilidad, en donde el diseño y los materiales correspondan con las necesidades; ubicación con acceso a servicios y fuera de zonas de riesgo, además de la adecuación cultural que respete la identidad de las personas.


  Estos elementos pueden encontrarse en mayor o menor medida en las ciudades dependiendo de las características de la población, de la dinámica de crecimiento y de la economía local, incluyendo su tamaño. Es en las ciudades en donde se encuentran la disponibilidad de infraestructura para el desarrollo de las actividades económicas, mayores opciones de esparcimiento y cultura, amplia variedad en servicios educativos y de salud, transporte y telecomunicaciones, así como las condiciones para la innovación y desarrollo tecnológico (Orihuela et al., 2015).


  No obstante, estas condiciones son diversas y las ciudades también presentan altos niveles de heterogeneidad en comparación con otras dentro de un mismo país, además de desigualdad, segregación y exclusión al interior de cada una de ellas, por lo cual los compromisos adquiridos para garantizar los desca se han enfocado en estos problemas. En México, entre los principales pendientes de los desca, se identifican la pobreza, el acceso a la salud, educación, empleo y salario digno, el agua, la alimentación y la vivienda, además de las situaciones de violencia, corrupción y discriminación (Conjunto de la Sociedad Civil México, 2017; Naciones Unidas, 2019, y Ponce, 2017).


  Debido a la alta concentración de población en las ciudades en 2020, 55% de la población mundial (Naciones Unidas, 2018) y 79% para México, (inegi, 2020), las ciudades han sido vistas como los lugares en donde los objetivos de la Agenda 2030 pueden cumplirse y llegar a soluciones concretas; así es en la Nueva Agenda Urbana (nau), en donde se plasman los lineamientos para la mejora de las zonas urbanas (Naciones Unidas, 2017). La nau menciona que, trabajando en las políticas urbanas, legislación, planificación y economía e implementación local, y con la participación de todos los sectores de la sociedad, las ciudades pueden dirigirse hacia a un desarrollo sostenible.


  El término desarrollo sostenible se fue construyendo en el tiempo, a través de varios intentos por definir, primero, la sostenibilidad en el Informe Bruntland (wced, 1987), donde se identificaba la necesidad de satisfacer las necesidades presentes sin afectar a las futuras, y con un componente principalmente ambiental. A través de las siguientes cumbres, convenciones, protocolos y conferencias, el término se fue transformando más allá de lo ambiental para incluir a la sociedad y la economía dentro del término desarrollo sostenible en los ods, el cual se refiere a combatir la desigualdad, injusticia, pobreza y cambio climático a través de alianzas entre todos los actores involucrados (Naciones Unidas 1992, 1992a, 1995, 1998, 2000 y 2015a, y Orihuela, 2020).


  Más adelante, a través de la nau, se reconoce la necesidad del desarrollo urbano sostenible debido a que la mayoría de la población vive en ciudades y la tendencia es hacia una concentración mayor en el futuro. El desarrollo urbano sostenible se define como la mejora integral de las condiciones de las ciudades, tomando en cuenta los ámbitos económico, ambiental, social, institucional y demográfico, para avanzar en la disminución de la pobreza y la desigualdad y así alcanzar una vida digna (Orihuela, 2020; Sobrino et al., 2015).


  Asimismo, la nau, al reconocer la problemática urbana y a las ciudades como fuente de su solución, identifica la necesidad de contar con una ciudad para todos, en donde se plasma un ideal común para todos los países: que existan condiciones de igualdad para su disfrute a través de ciudades justas, seguras, sanas, accesibles, asequibles, resilientes y sostenibles, lo cual se conoce como el derecho a la ciudad (Naciones Unidas, 2017).


  El derecho a la ciudad se refiere a los derechos que garantizan la igualdad de condiciones para el acceso y disfrute de los bienes, servicios y oportunidades que ofrece la ciudad a todos sus habitantes. Lo anterior tiene sus antecedentes en los principales problemas urbanos que se detectan en el mundo, en América Latina y el Caribe y, específicamente, en México. Ellos tienen que ver con la desigualdad y segregación, exclusión social, acceso inequitativo a bienes y servicios públicos, vulnerabilidad y marginación (Naciones Unidas, 2017).


  Entre los principales derechos a la ciudad que deben atenderse en México, se encuentran el derecho a la vivienda, el derecho al agua y el derecho al medio ambiente (puec-unam-cndh, 2017). El primero se relaciona con las características de la vivienda, tenencia, disponibilidad de servicios urbanos, materiales de construcción, equipamiento e infraestructura, así como los demás elementos que constituyen una vivienda adecuada y que se mencionaron anteriormente. El derecho al agua tiene que ver con el acceso y equidad en su distribución y calidad. Mientras que el tercero, se refiere a contar con un medioambiente sano, con servicios públicos básicos, a una vida saludable y productiva y sin riesgos, en armonía con la naturaleza.


  De acuerdo con los planteamientos anteriores, existe una relación intrínseca entre los ods, los desca y el derecho a la ciudad. Los ods se originan a partir de los problemas más urgentes a ser atendidos en todos los países del mundo y donde se plantea la necesidad de soluciones integrales tomando en cuenta a todos los actores involucrados, mientras que los desca rescatan la relevancia de respetar los derechos humanos que garanticen la libertad, igualdad y justicia; en ellos, el derecho a la ciudad alude a la garantía de esos derechos enfocados a las zonas urbanas, en donde se concentra la mayoría de la población de todos los países del mundo y donde la inclusión, resiliencia y sostenibilidad se presentan como los principales retos a alcanzar.


  Son diversos los factores a considerar para lograr un desarrollo urbano sostenible; sin embargo, tanto en los ods, como en los desca y en el derecho a la ciudad, las condiciones de la vivienda, el salario, la educación, la salud y la pobreza aparecen como algunos de los elementos a atenderse para conseguir una vida digna. Para poder realizar el análisis en este documento y, de acuerdo con la información disponible, se retomarán algunos de los elementos que onu-habitat define como los componentes fundamentales de una vivienda adecuada y se agregarán algunas variables sobre el entorno urbano y demográfico, además de la economía local, tomando en cuenta también el tamaño de la ciudad, a fin observar si existen diferencias en cada grupo de ciudades. Las variables y sus fuentes de información se presentan en el cuadro 1.
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  El tamaño de ciudad se clasifica en cuatro grupos de acuerdo con los siguientes criterios:


  1. Ciudad primada: Ciudad de México (cdmx).


  2. Ciudades millonarias: de más de 1 000 000 de habitantes.


  3. Ciudades intermedias: de 100 000 a 999 999 habitantes.


  4. Ciudades pequeñas: de 15 000 a 99 999 habitantes.


  Los tres primeros grupos corresponden a zonas metropolitanas en el país, las cuales se definen como concentraciones de población y actividades económicas, sociales y culturales que comparten un espacio común, fuera de los límites político-administrativos, en este caso los municipios (Orihuela, 2015), por lo que los datos presentados se refieren a agrupaciones municipales. La Ciudad de México, que es la zona metropolitana más grande del país, se considera como un caso aparte debido a su tamaño población, que rebasa a cualquier otra zona y que, para 2020, asciende a 21 804 515 habitantes. La delimitación de zonas metropolitanas corresponde a la definida por Sedesol-Conapo-inegi (2010).


  En el caso de las ciudades pequeñas, estas no corresponden a zonas metropolitanas, pero tienen importancia en su estado debido a sus concentraciones iniciales de población, actividades económicas y disponibilidad de infraestructura y servicios.


  En total, se consideraron 708 municipios de los 2469 que existen en México. Juntos concentran a un total de 103 999 363 habitantes, lo cual representa 81.4% de la población nacional. A continuación, se presenta el análisis correspondiente.


  a) Elementos de la vivienda adecuada por tamaño de Ciudad en México, 2010-2020


  Tenencia


  En este rubro se tomaron en cuenta dos tipos de vivienda, la propia y la rentada. De acuerdo con los resultados, en la cdmx es donde existen el menor porcentaje de vivienda propia con 59% y el mayor de vivienda rentada con 22%; por el contrario, en las ciudades pequeñas es donde se encuentra el mayor porcentaje de viviendas propias con 72%, y el menor de las rentadas con 14%. En el caso de las ciudades millonarias e intermedias, los porcentajes son similares: 67 y 68% de viviendas, respectivamente, mientras que contienen 21 y 19% de viviendas rentadas en cada caso.


  De acuerdo con los datos anteriores, entre más grande es el tamaño de la ciudad, hay menor propensión a contar con una vivienda propia, mientras que, por el contrario, las viviendas rentadas se encuentran en menor proporción en las ciudades con menor tamaño. En la cdmx, los mayores porcentajes de vivienda rentada se encuentran en las alcaldías Cuauhtémoc, Benito Juárez y Miguel Hidalgo. Por su parte, en las pequeñas, entre los municipios que tienen los mayores porcentajes de viviendas propias están Ixtlahuaca, Estado de México, Tekax, Yucatán y Jalpa de Méndez, Tabasco.


  Disponibilidad de servicios públicos


  En cuanto a servicios públicos se tomaron en cuenta a los ocupantes en viviendas particulares que no cuentan con drenaje, agua entubada y energía eléctrica. El porcentaje de ocupantes en viviendas particulares que no cuentan con drenaje es mayor en las ciudades pequeñas con 2.1%, lo cual disminuye notoriamente en las intermedias al llegar a 0.8%, se reduce a 0.7% en las intermedias y a 0.5% en la cdmx. En cuanto a energía eléctrica, la Ciudad de México es la que tiene menores rezagos con 0.2%, las millonarias 0.3%, las intermedias 0.6% y las pequeñas tienen mayor carencia con 0.8%. Con relación al agua potable, las mayores carencias están en las ciudades pequeñas, con 4.8%, le siguen las intermedias con 4.5%, disminuye para las millonarias en 2%, pero aumenta para la Ciudad de México a 3 por ciento.


  En general, en los tres servicios hay mayores carencias en las ciudades pequeñas y menores en las intermedias y millonarias, excepto en el agua potable, en donde la cdmx tiene mayores carencias que las ciudades intermedias. Asimismo, el servicio que presenta mayores rezagos en todas las ciudades es de agua potable, mientras que el que tiene menores es el de energía eléctrica.


  En las ciudades pequeñas, Ayutla de los Libres, Guerrero, y Chilapa de Álvarez, Guerrero, están entre los que tienen mayores rezagos en drenaje. En el mismo grupo, las mayores carencias en energía eléctrica se encuentran, por ejemplo, en Pueblo Nuevo, Guanajuato, y Ocosingo, Chiapas. Por su parte, también en ciudades pequeñas, hay mayores carencias de agua entubada en varios municipios de Guerrero, como Huitzuco, en Macuspana, Tabasco y en algunos de Oaxaca, como Santiago Pinotepa Nacional. En las ciudades intermedias, en donde también hay grandes rezagos de agua entubada, se pueden encontrar los casos de municipios de Oaxaca, como San Agustín Yatareni y Santa María Atzompa, y también en municipios de Veracruz, como Papantla y Tihuatlán.


  Habitabilidad


  Para analizar la habitabilidad, se tomó en cuenta el porcentaje de viviendas habitadas particulares con un cuarto, un dormitorio y el hacinamiento, que son indicadores de la carencia de espacios en la vivienda. Se incluyen también las viviendas con piso de tierra. De la misma forma, se incluyeron las viviendas que tienen acceso a una computadora, a servicio de internet, que cuentan con teléfono fijo y con celular. Finalmente se cuantifican las viviendas que reportaron no tener acceso a las tecnologías de la información y la comunicación (tics).


  Un dato importante para analizar los espacios en las viviendas es el promedio de ocupantes por vivienda particular habitada, el cual es muy parecido en los cuatro grupos de ciudades y es de 3.7 habitantes en la cdmx y en las pequeñas, 3.8 en las millonarias y 3.6 en las intermedias. Tomando en cuenta este dato, las viviendas que cuentan con un dormitorio están más concentradas en las ciudades pequeñas, ya que llegan hasta el 36.1% del total; los porcentajes bajan un poco para las intermedias y más notoriamente para millonarias, con 31.6% y 24%, respectivamente, pero en la cdmx aumentan a 30.7 por ciento. Los datos coinciden con el promedio de ocupantes por vivienda, en donde las ciudades pequeñas y la cdmx están por arriba de las demás y presentan mayores carencias al respecto.


  En la cdmx, la concentración mayor de viviendas con un solo dormitorio está en los municipios y alcaldías con grandes proporciones de población, como son Iztapalapa, en la Ciudad de México y, Ecatepec y Nezahualcóyotl, en el Estado de México. En las ciudades pequeñas estas viviendas se encuentran más en municipios de Tabasco, como Cárdenas, Comalcalco y Huimanguillo. En las intermedias, destacan los casos de Benito Juárez, Quintana Roo, en donde se encuentra Cancún; Acapulco, Guerrero; Hermosillo, Sonora y Veracruz, Veracruz. Para las ciudades millonarias, las mayores proporciones se encuentran en Tijuana, Baja California; Puebla, Puebla; Juárez, Chihuahua, y Mérida, Yucatán.


  La proporción de viviendas que cuentan con un solo cuarto mantienen un patrón creciente en cuanto disminuye el tamaño de población de las ciudades. Al menos, esto sucede en tres de los grupos: en la cdmx con 5.2%, en las intermedias con 6.8% y en las pequeñas con 8.1%. El patrón se rompe en las ciudades millonarias, ya que son las que tienen los menores porcentajes en este aspecto, llegando a representar 2.7% del total de las viviendas. En la cdmx, la alcaldía de Iztapalapa, así como los municipios del Estado de México como Chimalhuacán, Ecatepec y Nezahualcóyotl, contienen las mayores proporciones y coinciden con aquellos que tienen un solo dormitorio. Para las ciudades millonarias, municipios de Morelos como Huitzilac, Xochitepec y Tepoztlán están dentro de los más concentradores y, por el contrario, Juárez, San Nicolás de los Garza y Apodaca, en la zona metropolitana de Monterrey, son los que tienen menos proporción. En el caso de las ciudades intermedias, Acapulco, Cancún y Playa del Carmen, estos dos últimos en Quintana Roo, que también coinciden con las de un solo dormitorio, son las que concentran más este tipo de viviendas. Mientras que, en las ciudades pequeñas, estos porcentajes corresponden a municipios de Tabasco, como Macuspana y Cárdenas y también coinciden con los mencionados en mayores proporciones de un solo dormitorio.


  Respecto del hacinamiento, que se refiere a la relación entre los ocupantes de la vivienda con el espacio disponible, las mayores proporciones de viviendas particulares habitadas se encuentran en las ciudades pequeñas, con 24.9%, seguidas por la cdmx, con 21%, después las intermedias con 20.6% y las menores proporciones están en las millonarias con 18.8%. Estas cifras tienen mucho que ver con la agrupación de los municipios en las zonas metropolitanas, en donde existe una combinación de tamaño de población diversa.


  En las ciudades pequeñas hay mayor hacinamiento, como en algunos municipios de Chiapas, Ocosingo y Yajalón; en Quintana Roo se da Felipe Carrillo Puerto y Tulúm. En la cdmx, se encuentra en Ecatzingo, Chimalhuacán y Valle de Chalco, que son municipios conurbados al Estado de México. En las intermedias, en varios municipios de Veracruz, como Maltrata y Tilapan, así como algunos de Chiapas, como Berriozábal y Chiapa de Corzo, que tienen de las mayores proporciones. En las ciudades millonarias aparecen varios municipios de Tlaxcala, como Mazatechoco y San Pablo del Monte, y también de Puebla, como Acajete y Amozoc.


  Las viviendas con piso de tierra representan carencias en cuanto a acceso a materiales de construcción e intervienen en la disminución de las condiciones de la vivienda. Las proporciones de viviendas con este tipo de piso son menores en las ciudades de mayor población y mayores en las de menor población. Tanto la cdmx como las millonarias, cuentan con una proporción de 2.2% con respecto del total, mientras que las intermedias aumentan el porcentaje a 3.9 y las pequeñas a 5.2 por ciento.
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Cuadro 1. Elementos para analizar el derecho a la ciudad en

ciudades de diverso tamanio durante 2020 en México

Elemento

Seguridad en la tenencia
Disponibilidad de servicios materiales

Habitabilidad

Perfil sociodemogrifico

Dindmica urbana
Economia local

Tamaiio de ciudad

Variable

Tipo de tenencia

Servicio de agua potable, energia eléc-
trica y drenaje en la vivienda

Niimero de cuartos y dormitorios en
las viviendas con referencia al pro-
medio de habitantes por vivienda

Acceso a computadora, internet, teléfo-
no y teléfono celular

Pobreza

Marginacién

Ingreso de las familias

Escolaridad

Tasa de crecimiento poblacional

Produccién bruta total

Tasa de desocupacién

Poblacién Econémicamente Activa e
Inactiva

Grupos por tamafio de poblacién

Fuente: claboracién propia con base en Coxaro (2020) ¢ nvzar (2018 y 2020).





